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a	 la	 reparación	 integral	 de	 violaciones	 de	 derechos	 humanos,	 para	 el	 caso	 particular	 de	
mujeres,	en	donde	además	confluyen	contextos	de	desigualdad	y	de	exclusión.	Lo	que	aquí	
se	 propone	 es	 dar	 un	 giro	 a	 la	 tradicional	 concepción	 de	 justicia	 restitutiva,	 que	 busca	
regresar	a	la	víctima,	en	medida	de	lo	posible,	a	la	situación	anterior	a	la	violación,	para	mejor	




















































las	 víctimas	 y	 no	 les	 da	 relevancia	 para	 la	 definición	 y	 orientación	 de	 los	 programas	 de	
reparación	 (Uprimny:	 2010,	 p.	 249),	 por	 lo	 tanto,	 la	 propuesta	 consiste	 en	 usar	 nuevas	




Estos	países	 tienen	una	amplia	diversidad	étnica	y	 cultural	que	enfrenta	y	 comparte	una	
profunda	 desigualdad;	 también,	 han	 padecido	 conflictos	 armados	 internos	 que	 han	
ocasionado	 graves	 y	masivas	 violaciones	 de	 derechos	 humanos,	 e	 incluso	 la	 comisión	de	






bien	 a	manos	 de	 grupos	 paramilitares	 o	 guerrillas,	 arrasando	 con	 comunidades	 enteras,	






(Corte	 IDH:	 2004,	 párr.	 20).	 Todas	 estas	 condiciones	 han	 obstaculizado	 el	 crecimiento	
personal	y	comunitario,	deteriorando	la	calidad	de	vida	de	 los	sobrevivientes,	en	su	nivel	




cómo	 cumplir	 con	 su	 obligación	 de	 reparar,	 y,	 además,	 resolver	 las	 tensiones	 entre	 la	
percepción	tradicional	de	justicia	restitutiva	y	distributiva,	como	anteriormente	se	explicó.	
Para	 contribuir	 a	 esta	 discusión	 serán	 incluidos	 el	 estudio	 de	 dos	 casos	 distintos	 que,	
aparentemente,	 logran	 o	 intentan	 dar	 respuestas	 a	 la	 reparación	 integral	 de	 violaciones	
derechos	humanos	de	las	mujeres	desde	estas	ópticas.		El	primero,	es	el	caso	de	Colombia,	la	
política	 pública	 “Lineamientos	 de	 política	 para	 la	 prevención	 de	 riesgos,	 la	 protección	 y	
garantía	de	los	derechos	de	las	mujeres	víctimas	del	conflicto	armado”,	denominado	Consejo	
Nacional	de	Política	Económica	y	Social	(CONPES	3784	de	2013),	que	emana	de	 la	Ley	de	





Las	 reparaciones	 tanto	 judiciales	 como	 administrativas	 se	 complementan,	 si	 bien	 en	 un	
programa	de	reparaciones	administrativas	se	accede	a	algunas	medidas,	el	reconocimiento	






“buscan	 dar	 una	 respuesta	 global	 a	 las	 expectativas	 legitimas	 de	 las	 víctimas	 y	 ofrecer	
reparación	 a	 categorías	 más	 amplias	 de	 las	 víctimas	 afectadas	 por	 las	 violaciones	 a	 los	








las	 mujeres	 indígenas,	 el	 proyecto	 político	 de	 la	 reparación	 contiene	 una	 promesa	 de	




cual	 proceda.	 En	 este	 sentido,	 las	 medidas	 independientemente	 de	 dónde	 nazcan,	 al	
converger	 y	 aplicarse	 juntas	 bajo	 estas	 perspectivas	 pueden	 aumentar	 la	 eficiencia	 y	 el	
impacto	de	la	reparación	integral.		
La	pregunta	rectora	que	guiará	el	presente	debate	será	¿qué	perspectivas	podrían	incorporar	
los	 cursos	 de	 acción	 pública	 que	 los	 Estados	 desarrollan	 para	 reparar	 integralmente	
violaciones	de	derechos	humanos	de	las	mujeres?	
	Por	 lo	 tanto,	 el	 objetivo	 central	 es	 analizar	 la	 inclusión	 de	 las	 perspectivas	 de	 justicia	









integración	 de	 estas	 perspectivas	 –	 de	 transformación	 y	 de	 justicia	 distributiva-	 en	 la	
reparación	 integral	 permitiría	 a	 las	 víctimas	 a	 avanzar	 a	 un	 orden	 democrático,	 social,	

























Si	 bien	 en	 ambos	 casos	 se	 establecen	 reparaciones	 de	 diversa	 forma,	 lo	 que	 interesa	 es	
determinar,	 a	 través	 del	 análisis	 conceptual,	 sí	 ellas	 han	 incorporado	 perspectivas	 de	
transformación	 y	 de	 justicia	 distributiva	 con	 el	 objetivo	 de	 combatir	 condiciones	
estructuralmente	injustas	en	términos	de	desigualdad,	discriminación,	acceso	y	distribución	
de	recursos	y	que	vulneran	la	vida	de	las	mujeres.	
Esta	 investigación	 ha	 seleccionado	 estos	 casos	 considerados	 como	 paradigmáticos	 pues	





pioneros	 en	 el	 desarrollo	 de	 legislación	 y	 programas	 de	 reparación	 administrativa	
exclusivamente	 dirigidos	 para	mujeres	 que	 han	 sido	 víctimas	 de	 diversos	 vejámenes	 en	
contextos	 armados	 en	 la	 región,	 particularmente	 de	 violencia	 sexual	 y	 desplazamiento	
forzado	respectivamente;	otra	razón,	es	que	presentan	algunos	elementos	que	encaminan	a	
la	 búsqueda	 de	 transformaciones	 sociales,	 políticas	 y	 económicas	 que	 permitirían	 a	 las	
mujeres	 ejercer	 una	 plena	 ciudadanía	 y	 aportarían	 a	 la	 consolidación	 de	 democracias	
inclusivas	y	libres	de	estructuras	que	históricamente	han	limitado	sus	derechos.		
Ambos	 casos	 de	 estudio	 presentan	 dificultades	 que	 radican	 en	 llevar	 a	 la	 práctica	 estos	
elementos	y	de	manera	efectiva	generar	cambios	más	allá	que,	por	ejemplo,	la	mera	entrega	






















analítico	 de	 lo	 que	 existe	 en	 torno	 a	 la	 reparación	 integral	 de	 violaciones	 de	 derechos	













que	 “la	 responsabilidad	 civil	 no	 tiene	 como	misión	 la	 defensa	de	 los	derechos	 subjetivos	
absolutos	 (vida,	 integridad	 física	 honor,	 intimidad	 y	 propia	 imagen,	 propiedad,	 otros	
derechos	 reales),	 en	 la	medida	 en	 que	 su	 objeto	 fundamental	 es	 la	 reparación	 del	 daño	
causado	a	tales	derechos,	no	su	reintegración”	(Reglero:	2006,	p.	96).	Aunque	lo	anterior	no	




suscriben	 que	 la	 reparación	 civil	 no	 puede	 considerarse	 un	 modelo	 suficiente	 para	 la	
reparación	de	una	violación	de	derechos	humanos,	en	el	caso	Masacre	Mapiripán	c.	Colombia	
se	invocaron	criterios	del	Tribunal	Europeo	de	Derechos	Humanos	respecto	de	las	exigencias	
de	 responsabilidad	 civil.	 La	 Corte	 de	 Estrasburgo	 determinó	 en	 Yasa	 c.	 Turquía	 que	 las	
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Es	 importante	destacar	 la	existencia	de	diversos	sistemas	de	 responsabilidad	debido	a	 la	










la	 relación	 de	 causalidad	 entre	 el	 acto	 -acción	 u	 omisión-	 y	 el	 daño	 producido	

























Sin	 importar	 en	 el	 sistema	 de	 responsabilidad	 en	 el	 que	 se	 encuentre,	 el	 elemento	 de	
imprescindible	 análisis	 es	 el	 nexo	 causal	 entre	 la	 acción	 y	 el	 daño.	 Este	 nexo	 causal	 se	
encuentra	 en	 diversas	 formas	 y	 en	 múltiples	 ocasiones	 su	 determinación	 es	 una	 tarea	
complicada.	Respecto	de	la	causalidad	ocasionada	por	la	omisión	tiene	su	particularidad	en	

























La	 responsabilidad	 del	 Estado	 por	 violación	 de	 derechos	 humanos	 se	 compone	 de	 los	
siguientes	 elementos:	 a)	 acción,	 omisión	 del	 Estado	 (órganos,	 servidores	 públicos	 y	








En	 derechos	 humanos,	 no	 es	 necesario	
distinguir	 entre	 hecho	 lícito	 e	 ilícito,	 pues	
todo	acto	que	vulnere	un	derecho	humano,	es	
por	 sí	mismo,	 contrario	 al	 orden	 jurídico,	 y	
por	lo	tanto,	ilícito.	
Vulneración	de	un	derecho	humano	 Toda	 vulneración	 de	 derechos	 humanos	
constituye,	 por	 sí	 misma,	 un	 daño.	 En	 este	
10	
	
sentido,	 en	 materia	 de	 responsabilidad	 por	
violación	 de	 derechos	 humanos,	 el	 daño	 es	
principalmente	jurídico,	esto	es,	una	lesión	a	
un	 interés	 jurídicamente	 tutelado,	 nacional	
y/o	 internacionalmente.	 Lo	 anterior,	 con	
independencia	 de	 los	 demás	 daños	
materiales	e	inmateriales	que	sobrevengan	a	
dicha	 lesión.	 Así,	 la	 vulneración	 de	 un	
derecho	humano	conlleva	la	responsabilidad	
del	 Estado,	 y	 la	 identificación	 de	 los	 demás	
daños	que	se	deriven	de	la	lesión	al	derecho	
de	que	se	trate	importará	para	efectos	de	fijar	







humanos,	 dicha	 resolución	 puede	 adoptar	
distinta	 naturaleza,	 esto	 es,	 la	 violación	 de	
derechos	humanos	puede	ser	declarada	por	
órganos	 jurisdiccionales,	 cuasi	










públicos	 y	 particulares	 con	 anuencia	 del	
Estado.	
	










obligaciones	 a	 través	 de	 la	 adhesión	 de	 tratados	 internacionales,	 lo	 que	 genera	 la	
responsabilidad	 internacional	 para	 que	 el	 Estado,	 en	 todo	 su	 aparato	 de	 poder	 público	
cumpla	de	buena	fe	lo	que	ha	suscrito.	En	materia	de	derecho	internacional	de	los	derechos	
humanos	 la	 dimensión	 de	 la	 responsabilidad	 internacional	 se	 amplía	 ya	 que	 el	 Estado	
suscribe	 con	 otros	 Estados	 pactos	 que	 potencializan	 la	 protección	 de	 los	 derechos	
fundamentales	de	las	personas	sujetas	a	su	control	efectivo	y	en	caso	de	llegar	a	violar	esta	
protección,	deberán	responder	ante	el	concierto	de	naciones	por	la	reparación	a	la	persona	
que	 ha	 sido	 víctima	 de	 los	 excesos	 a	 los	 que	 puede	 llegar	 el	 poder	 público.		
Para	una	mejor	delimitación	 conceptual	 de	 la	 responsabilidad	 internacional	 es	 necesario	
destacar	 sus	 elementos	 y	 sus	 consecuencias:	 se	 trata	 de	 una	 “responsabilidad	 objetiva	 y	




internacionales	 de	 derechos	 humanos	 contenidas	 en	 los	 tratados	 en	 los	 que	 sea	 parte,	
recogidas	 en	 el	 derecho	 internacional	 consuetudinario	 o	 las	 incorporadas	 en	 su	 derecho	
interno”	(Rodríguez:	2004,	p.	68).	
Con	 lo	 expuesto	 en	 el	 párrafo	 anterior	 vemos	 que	 la	 responsabilidad	 internacional	 en	
materia	 de	 derechos	 ha	 permeado	 al	 derecho	 de	 las	 relaciones	 internacionales	 desde	 la	











“Todos	 los	 tratados	 de	 derechos	 humanos,	 comportan	 para	 el	 Estado	 tres	 obligaciones	
básicas:	 1)	 respetar	 los	derechos	 reconocidos	 en	dichos	 tratados;	2)	 garantizar	 el	 goce	y	




consagrados	 en	 los	 instrumentos	 internacionales	 de	 los	 que	 son	 parte,	 por	 lo	 que	 el	










sino	 que	 además,	 en	 ocasiones	 son	 también	 vulnerados	 ámbitos	 de	 carácter	 óntico	 o	





en	 materia	 de	 derechos	 humanos	 que	 se	 pronunciarán	 respecto	 de	 la	 responsabilidad	
internacional	 y	 que,	 “tendrán	 facultad	 de	 resolver	 la	 existencia	 o	 inexistencia	 de	 una	
violación	al	derecho	consagrado	en	los	tratados	ratificados	por	los	Estados	Parte;	e	imponer	





materia	 de	 responsabilidad	 internacional,	 resulta	 preciso	 destacar	 algunos	 criterios	
jurisprudenciales	que	versan	sobre	esta	temática.	Existe	una	importante	delimitación	de	los	
alcances	de	 la	responsabilidad	 internacional,	ya	que	 la	Corte	 Interamericana	de	Derechos	
Humanos	no	puede	determinar	la	responsabilidad	penal	de	los	individuos;	para	la	existencia	
de	 la	 responsabilidad	 internacional	 únicamente	 será	 necesario	 la	 existencia	 de	 una	

























devinieron	 en	 una	 violación	 a	 los	 derechos	 de	 la	 persona	 humana,	 “en	 el	 Derecho	
Internacional,	 la	 obligación	 de	 reparar	 es	 la	 consecuencia	 necesaria	 de	 un	 hecho	 ilícito	
imputable	 al	Estado	que	 compromete	 su	 responsabilidad	 internacional”	 (Calderón:	2005,	
p.15).		
El	Derecho	Internacional	determina	el	surgimiento	de	la	responsabilidad	internacional	del	
Estado	 al	 producirse	 un	 hecho	 ilícito	 imputable	 a	 éste	 por	 la	 violación	 de	 una	 norma	
internacional,	con	el	consecuente	deber	de	reparación	y	de	hacer	cesar	las	consecuencias	de	
la	 violación	 (CoIDH:	 2001,	 p.	 62).	 	 Además,	 constituye	 una	 norma	 consuetudinaria	
internacional	que	implica	que	en	el	caso	que	un	Estado	viola	una	obligación	internacional	
consecuentemente	tiene	el	deber	de	reparar	el	daño	adecuadamente	(CoIDH:	2010,	p.	203).	
“La	 reparación	 implica	 un	 tipo	 específico	 de	 medidas	 que	 pueden	 adoptarse	 como	
consecuencia	de	la	responsabilidad	en	que	incurre	el	Estado	por	violación	por	parte	de	sus	




Acto	u	omisión	del	Estado		 Acto	 u	 omisión	 del	 Estado	 a	 través	 de	 los	
órganos,	 servidores	 públicos	 y	 particulares	
con	anuencia	del	Estado.	
	








Por	 lo	 que	 una	 vez	 determinada	 la	 responsabilidad	 internacional	 por	 un	 hecho	
internacionalmente	 ilícito	que	el	Estado	ha	 cometido,	 “la	 reparación	debe	 comprender	 la	






pero	 en	 ningún	 momento	 pueden	 ser	 considerados	 como	 la	 realización	 plena	 de	 una	
reparación	en	el	marco	de	la	responsabilidad	internacional.		
Se	tiene	entonces	que	la	responsabilidad	internacional	se	genera	cuando	de	un	hecho	ilícito	
internacionalmente,	 el	Estado	ha	 transgredido	una	norma	 internacional	 en	 la	que	 se	han	
manifestado	obligaciones	para	éste	en	virtud	de	promover,	respetar,	proteger	y	garantizar	






de	 la	 reparación	 integral	 por	 violaciones	 de	 derechos	 humanos.	 Lo	 anterior,	 ha	 sido	
ampliamente	 explicado	 a	 través	 de	 un	 conjunto	 de	 criterios	 jurisprudenciales	
internacionales	 y	 de	 tratados	 internacionales,	 con	 especial	 atención	 en	 el	 sistema	
interamericano	de	derechos	humanos,	por	lo	que	a	continuación	se	tratará	de	abordarlo	de	
manera	sintética.	



































prevenir,	 investigar,	 sancionar	 y	 reparar	 las	 violaciones	 a	 los	 derechos	 humanos,	 en	 los	
términos	que	establezca	la	ley”.	García	Ramírez	reitera	que	la	reparación	es	la	consecuencia	
natural	jurídica	del	Estado	por	la	violación	de	derechos	humanos,	y	que	tiene	su	fuente	en	
relación	 a	 la	 Convención	 Americana	 de	 Derechos	 Humanos	 y	 que	 en	 su	 artículo	 63.1	 se	
desprende	 la	doble	dimensión	que	guarda	su	naturaleza:	como	derecho	para	 la	víctima	y	
como	 obligación	 para	 el	 Estado,	 en	 el	 marco	 del	 cumplimiento	 de	 sus	 obligaciones	 de	









Álvarez	 Icaza	 dice	 que	 la	 reparación	 integral	más	 allá	 de	 ser	 un	 derecho	 para	 la	 víctima	
constituye	en	sí	un	reconocimiento	de	la	víctima.	Igualmente,	reitera	que	el	contenido	de	la	
reparación	integral	se	ha	visto	robustecido	desde	el	derecho	internacional	de	los	derechos	
humanos	 y	 sus	 distintas	 fuentes,	 como	 los	 tratados	 internacionales,	 reiterando	 así	 la	
responsabilidad	 internacional	 para	 los	 Estados	 en	 el	 caso	 del	 incumplimiento	 de	 sus	
obligaciones	de	derechos	humanos	(Álvarez:	2009,	p.	27-25).		
López	Martín	(López:	2014,	p.	133-162)	reconoce	que	 la	reparación	a	 las	víctimas	es	una	
cuestión	 crucial	 en	 el	 marco	 del	 derecho	 internacional	 de	 los	 derechos	 humanos,	









una	 obligación	 del	 Estado	 derivada	 de	 su	 responsabilidad	 –	 nacional	 o	 internacional-,	
posteriormente	como	un	derecho	para	la	víctima	para	restablecer	su	dignidad,	ambas	bajo	
la	 incorporación	 de	 perspectivas	 de	 justicia	 distributiva	 y	 de	 transformación.	 Buscando	
demostrar	que	la	inclusión	de	éstas	últimas	contribuye	a	resolver	las	tensiones,	en	muchas	
ocasiones	ya	existentes,	que	enfrentan	los	Estados	al	momento	de	reparar	en	contextos	de	
pobreza,	 desigualdad,	 	 violencia	 y	 	 entornos	 transicionales,	 es	 decir,	 luego	 de	 graves	 y	
masivas	 violaciones	 de	 derechos	 humanos,	 que	 particularmente	 afectaron	 y	 de	 manera	
desproporcionada	a	ciertos	sectores	de	la	población,	como	es	el	caso	de	mujeres;	y	entonces	
así,	 considerar	 una	 re	 conceptualización	 de	 la	 reparación	 integral	 por	 violaciones	 de	












constituye	un	deber	para	 el	 Estado	y	no	 está	 sujeta	 a	 “regateos	políticos	ni	 al	 cálculo	de	
intereses	 sociales”	 (Rawls:	 1995,	 p.	 17).	 Es	 decir,	 el	 Estado	 al	 actuar	 de	 forma	 soberana	
reconoce	 los	 derechos	 humanos	 y	 adquiere	 a	 su	 vez	 determinadas	 obligaciones	 para	 su	
cumplimiento	y	 frente	a	su	violación,	el	deber	de	reparar	el	daño	y	 las	consecuencias	del	
hecho	(Saavedra:	2013,	p.	18).	
La	 realización	 de	 los	 derechos	 humanos	 y	 libertades	 es	 posible	 debido	 a	 la	 noción	 de	 la	
justicia	ya	que	ésta	constituye	un	pilar	fundamental	para	la	construcción	de	la	sociedad.	Esto	
implica	 que	 el	 Estado	 a	 través	 de	 sus	 instituciones	 “distribuyen	 los	 derechos	 y	 deberes	
fundamentales	 y	 determinan	 la	 división	 de	 las	 ventajas	 provenientes	 de	 la	 cooperación	
social”	 (Rawls:	 1995,	 p.	 20).	 Es	 por	 ello	 que	 filósofos	 como	 Locke,	 Rousseau	 y	 Kant	
desarrollan	la	idea	del	contrato	social4,	lo	que	significa	que	los	ciudadanos	se	comprometen	
a	reconocer	y	obedecer	al	Estado	a	cambio	de	su	protección	(Barry:	1993,	p.	13).	Lo	cual	se	




acuerdo	 original	 como	 también	 lo	 llama,	 no	 cuestiona,	 a	 diferencia	 de	 otros	 filósofos,	 la	
																																								 																				
4 Estos	tres	pensadores	tienen	un	punto	de	encuentro	en	sus	teorías	de	Estado:	coinciden	en	que	la	sociabilidad	
de	 los	 seres	humanos	 surge	a	partir	de	un	pacto	o	 contrato	 social,	 asimismo	sostienen	que	nuestro	estado	















un	 derecho	 igual	 al	 más	 amplio	 sistema	 total	 de	 libertades	 básicas,	 compatible	 con	 un	
esquema	semejante	de	libertades	para	todos;	2º.	Las	desigualdades	sociales	y	económicas	
han	de	ser	estructuradas	para:	a)	mayor	beneficio	de	los	menos	aventajados,	y	b)	unido	a	que	
los	 cargos	 y	 las	 funciones	 sean	 asequibles	 a	 todos,	 bajo	 condiciones	 de	 igualdad	 de	
oportunidades.		
El	primer	principio	de	Rawls	habla	sobre	que	las	libertades	pueden	gozarse	reconociendo	




















Por	 lo	 que	 frente	 a	 los	 postulados	 de	 Rawls	 se	 desprende	 que	 existen	 sociedades	 “bien	
ordenadas”	en	las	que	los	ciudadanos	pueden	gozar	en	condiciones	de	igualdad	sus	derechos	
y	 que	 por	 lo	 tanto	 se	 trata	 de	 sociedades	 justas.	 Mientras	 que	 existen	 otras	 sociedades	
“desordenadas”	que	por	operar	en	condiciones	de	desigualdad	limitan	las	libertades	de	los	
ciudadanos	y	son	injustas	(Uprimny:	2010,	p.	240).		
Ahora	 bien,	 ¿qué	 implicaciones	 y	 diferencias	 tendrían	 que	 ambos	 tipos	 de	 sociedades	 –	
“ordenadas”	 y	 “desordenadas”-	 frente	 a	 violaciones	 de	 derechos	 humanos	 pudieran	
responder	 por	 su	 obligación	 de	 reparar	 a	 las	 víctimas?	 El	 criterio	 fundamental	 de	 las	
reparaciones	 indica	 que	 las	 víctimas	 tienen	 el	 derecho	 a	 ser	 reparadas	 de	 manera	
proporcional	 al	 daño	 sufrido,	 como	 anteriormente	 fue	 destacado.	 Pero	 al	 tratarse	 de	
“sociedades	desordenadas”,	es	decir	aquellas	que	padecen	desigualdad,	pobreza	y	exclusión	









la	naturaleza	de	 la	violación	del	derecho	humano	 (vida,	por	ejemplo)	el	Estado	 tendrá	el	
deber	de	compensar	de	forma	proporcional	a	la	gravedad	y	al	daño	ocasionado	(Uprimny:	
















Ahora	 bien,	 en	 sociedades	 que	 ya	 enfrentan	 condiciones	 estructurales	 de	 pobreza,	
desigualdad,	 exclusión,	 racismo,	 etc.,	 la	 comisión	 de	 violaciones	 de	 derechos	 humanos	
constituye	una	agravante	ya	que	las	víctimas	vivían	ya	en	condiciones	de	pobreza	antes	de	
los	 hechos	 y	 	 su	 situación	 de	 pobreza	 y	 vulnerabilidad	 empeoró	 debido	 al	 proceso	 de	
victimización,	 como	 por	 ejemplo:	 “una	 reciente	 resolución	 de	 la	 Corte	 Constitucional	
colombiana	 enfatizó	 que	 las	 mujeres	 víctimas	 del	 desplazamiento	 forzado	 eran	
discriminadas	antes	de	ser	victimizadas,	pero	que	el	proceso	de	victimización	acentuó	esa	
discriminación”	(Uprimny:	2010,	p.	238).	






debe	 cumplir	 con	 sus	 obligaciones	 para	 satisfacer	 otros	 derechos	 humanos,	 como	 los	 de	





El	 Estado	 está	 frente	 a	 dos	 dilemas,	 el	 primero,	 decidir	 si	 concentrará	 sus	 esfuerzos	 en	
satisfacer	 la	 reparación	 integral	 a	 la	 luz	de	 los	principios	de	 la	 justicia	 correctiva;	 lo	que	
podría	implicar	que	las	reparaciones	beneficien	a	víctimas	que	no	enfrentan	una	situación	






antes	 de	 la	 violación	 era	 una	 persona	 en	 situación	 de	 vulnerabilidad	 en	 una	 sociedad	
excluyente,	como	por	ejemplo	una	mujer	indígena?	Frente	a	esta	circunstancia	los	principios	
de	 la	 justicia	 correctiva	 implicarían	 regresar	 a	 la	 víctima	 a	 su	 situación	 de	 desigualdad	
conduciría	a	la	violación	de	sus	derechos	y	“a	la	consolidación	de	una	estructura	social	que	
desconoce	principios	de	justicia	distributiva”	(Uprimny:	2010,	p.	246).	
Es	 importante	 destacar	 las	 diferencias	 sustantivas	 que	 existen	 entre	 los	 programas	 de	



























































































la	violencia	perpetrada	no	solo	 tiene	consecuencias	 individuales	 sino	 también	 familiares-
colectivas	 (Rubio:	 2009,	 p.	 215).	 Incluso,	 tribunales	 internacionales	 como	 la	 Corte	
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Interamericana	 de	 Derechos	 Humanos,	 a	 través	 de	 su	 jurisprudencia	 ha	 establecido	 el	
alcance	del	concepto	de	“familia”	para	efectos	de	la	reparación	integral,	de	la	siguiente	forma	
(Nasch:	2009,	p.	79):	“familiares	de	la	víctima	debe	entenderse	como	un	concepto	amplio.	
Dicho	 concepto	 comprende	 a	 todas	 las	 personas	 vinculadas	 por	 un	 parentesco	 cercano,	
incluyendo	a	los	padres,	hijos	y	hermanos	que	podrían	tener	derecho	a	indemnización.”		
Asimismo,	 la	 Corte	 ha	 establecido	 criterios	 para	 determinar	 cuándo	 los	 familiares	 de	 la	
víctima	pueden	ser	reparados	respecto	de	aquellas	violaciones	en	que	son	víctimas	directas	
y	 también	 pueden	 ser	 reparados	 como	 “derechohabientes”	 de	 sus	 familiares,	 (Saavedra:	
2013,	p.	24).	Por	ejemplo,	en	los	casos	de	desaparición	forzada	se	considera	que	también	se	
viola	 el	 derecho	 a	 la	 integridad	 de	 los	 familiares	 y	 como	 consecuencia	 directa	 de	 la	
desaparición	forzada,	ya	que	genera	“sufrimiento	y	angustia,	además	de	un	sentimiento	de	




fundamentales	 de	 las	 personas.	 La	 reparación	 comprende	 el	 deber	 de	 los	 Estados	 de	





atender	 los	 daños	 causados,	 incluyendo	 desde	 la	 sanción	 a	 los	 culpables,	 así	 como	 las	
medidas	 que	 previenen	 la	 no	 repetición	 de	 los	 hechos	 que	 originaron	 la	 violación	 de	
derechos	humanos	(Díaz:	2009,	p.	26).			
El	concepto	de	dignidad	tiene	dimensiones	jurídicas	y	filosóficas,	además	de	ser	un	término	
vago	 porque	 resulta	 difícil	 determinar	 su	 alcance	 preciso	 (González:	 2004,	 p.	 420).	 Sin	
embargo,	 ha	 existido	 su	 reconocimiento	 a	 lo	 largo	 de	 la	 historia	 y	muestra	 de	 ello	 es	 su	
mención	 en	 el	 contenido	 de	 la	 mayoría	 de	 las	 constituciones	 políticas	 nacionales	 y	 los	
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primeros	 instrumentos	 internacionales	 de	 derechos	 humanos,	 de	 los	 cuales	 se	 hablará	 a	
continuación	(González:	2004,	p.	418).		
En	 el	 ámbito	 del	 derecho	 internacional,	 se	 puede	 observar	 que	 diversos	 tratados	
internacionales	 han	 contemplado	 a	 la	 dignidad	 humana	 como	 un	 valor	 intrínseco	 de	 los	
derechos	 humanos	 (Declaración	Universal	 de	 los	Derechos	Humanos).	 En	 la	 Carta	 de	 las	
Naciones	Unidas,	firmada	en	junio	de	1945	en	San	Francisco	y	con	vigencia	a	partir	del	24	de	
octubre	 del	 mismo	 año,	 en	 su	 preámbulo	 los	 Estados	 miembros	 se	 comprometen	 “a	
reafirmar	 la	 fe	en	 los	derechos	 fundamentales	del	hombre,	en	 la	dignidad	y	el	valor	de	 la	
persona	humana,	en	la	igualdad	de	derechos	de	hombres	y	mujeres	y	de	las	naciones	grandes	






el	 caso	 de	 los	 Pactos	 Internacionales	 de	 Derechos	 Civiles	 y	 Políticos	 y	 de	 Derechos	
Económicos,	Sociales	y	Culturales,	ambos	adoptados	el	19	de	diciembre	de	1966,	señalándola	
en	sus	preámbulos	de	la	siguiente	forma:	“conforme	a	los	principios	enunciados	en	la	Carta	
de	 las	 Naciones	 Unidas,	 la	 libertad,	 la	 justicia	 y	 la	 paz	 en	 el	 mundo	 tienen	 por	 base	 el	
reconocimiento	de	la	dignidad	inherente	a	todos.”		
Sucesivamente	 otros	 tratados	 de	 derechos	 humanos,	 como	 la	 Convención	 sobre	 la	
eliminación	de	todas	las	formas	de	discriminación	contra	la	mujer,	del	18	de	diciembre	de	
1979,	reconoce	que	su	espíritu:	“reafirma	la	fe	en	los	derechos	humanos	fundamentales,	en	
la	 dignidad	 y	 el	 valor	 de	 la	 persona	humana	 y	 en	 la	 igualdad	de	derechos	de	hombres	 y	
mujeres”,	 e	 incluso	 va	 más	 allá	 y	 menciona	 que	 "las	 mujeres	 siguen	 siendo	 objeto	 de	
importantes	discriminaciones",	hacienda	así	énfasis	en	la	discriminación	que	enfrentan	las	











Derechos	de	 las	personas	con	 incapacidad	(2007),	han	 incluido	referencias	a	 la	dignidad,	








una	 violación	 al	 derecho	 humano	 protegido	 en	 el	 artículo	 3	 del	 Convenio	 Europeo	 de	
Derechos	Humanos	referente	a	la	prohibición	de	la	tortura.”		
Igualmente,	 la	Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos	en	el	caso	Villagrán	Morales	y	




debe	 considerarse	 claramente	 contraria	 al	 respeto	 debido	 a	 la	 dignidad	 inherente	 al	 ser	
humano...”	
Se	 tiene	 entonces	 que	 la	 dignidad	 reviste	 a	 los	 derechos	 humanos	 frente	 a	 situaciones	
particulares,	 como	por	 ejemplo	 en	 condiciones	de	privación	de	 libertad,	 el	 tratamiento	 a		
personas	 privadas	 de	 libertad,	 los	 derechos	 de	 los	 pueblos	 indígenas,	 el	 tratamiento	 y	












































repararlo	 de	manera	 integral,	 restitutio	 in	 integrum.	 Por	 lo	 tanto,	 se	 busca	 devolver	 a	 la	
víctima	a	la	situación	anterior	en	la	que	se	encontraba	antes	de	la	violación	y	garantizar	el	
goce	 de	 su	 derecho	 conculcado;	 se	 trata	 entonces	 de	 reparar	 desde	 una	 perspectiva	
tradicional	restitutiva	(Uprimny:	2009,	p.	31).	Es	decir,	las	medidas	implementadas	tienen	el	
objetivo	de	eliminar,	cuando	sea	posible,	los	efectos	de	los	hechos	que	atentaron	contra	la	
dignidad	 humana	 de	 la	 víctima.	 Sin	 embargo,	 no	 en	 todas	 las	 ocasiones	 es	 factible	 la	
restitución	 total,	 por	 lo	 que	 existen	 otras	 formas	 sustitutas	 de	 reparar,	 tales	 como	 la	
indemnización	(el	pago	por	daños	materiales	físicos	o	mentales,	gastos	incurridos,	pérdidas	
de	 ingreso),	 las	medidas	de	 rehabilitación	 (atención	psicosocial	 y	médica	 requerida)	 y	 la	
satisfacción	(reconocimiento	público	y	simbólico)	(Guillerot:	2009,	p.	106).		
La	 tradicional	 perspectiva	 restitutiva	 en	 relación	 a	 la	 reparación	 integral	 del	 daño	 es	
únicamente	posible	en	sociedades,	como	se	mencionó	anteriormente	y	de	conformidad	con	
Rawls,	que	están	“bien	ordenadas”	y	por	lo	tanto	están	regidas	por	los	principios	de	justicia	
(Rawls:	 1995,	 p.	 20).	 En	 cambio,	 esta	 perspectiva	 resulta	 cuestionable	 en	 sociedades	
“desordenadas”,	es	decir,	que	han	padecido	crisis	políticas	y	humanitarias	profundas,	que	ya	
eran	 desiguales	 antes	 de	 la	 crisis,	 siendo	 las	 principales	 víctimas	 la	 población	 que	 se	
encontraba	ya	en	condiciones	de	pobreza	y	exclusión	(Uprimny:	2009,	p.	32).		






p.	 33).	 En	 el	 caso	 especial	 de	 las	 mujeres,	 quienes	 histórica	 y	 tradicionalmente	 se	 han	







una	 situación	 estructuralmente	 injusta	 en	 términos	 de	 justicia	 distributiva,	 que	 busca	









Reparar	 a	 la	 luz	 de	 lo	 anterior	 contempla,	 por	 ejemplo,	 frente	 a	 la	 exclusión	 de	 género	




Por	 lo	que	 frente	a	 contextos	 sociales	de	desigualdad	y	exclusión	histórica,	 la	 reparación	
integral	 por	 violaciones	 de	 derecho	 humanos	 podría	 incorporar	 perspectivas	 de	
transformación:	“se	trata	en	esencia	de	mirar	a	las	reparaciones	no	sólo	como	una	forma	de	
justicia	 correctiva,	 que	 busca	 enfrentar	 el	 sufrimiento	 ocasionado	 a	 las	 víctimas	 y	 a	 sus	
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familiares	 por	 los	 hechos	 atroces,	 sino	 también	 como	 una	 oportunidad	 de	 impulsar	 una	
transformación	democrática	de	las	sociedades,	a	fin	de	superar	situaciones	de	exclusión	y	





y	 que	 permitieron	 o	 facilitaron	 su	 victimización.	 Ya	 que	 de	 continuar	 estas	 condiciones	
estructurales	se	pondría	en	riesgo	la	estabilidad	democrática,	la	sostenibilidad	de	la	paz	e	
incluso	podría	darse	el	 recrudecimiento	de	 la	violencia,	exacerbándose	así	 la	situación.	O	
bien,	de	no	atender	a	 las	causas	estructurales	“su	existencia	es	una	forma	de	precariedad	
democrática	 e	 injusticia	 social,	 contraria	 a	 los	 compromisos	de	derechos	humanos	de	un	
Estado	democrático,	y	debería	entonces	también	ser	superada”	(Uprimny:	2009,	p.	36).	
La	 reparación	 bajo	 estas	 perspectivas	 tiene	 entonces	 como	 objetivo	 transformar	 las	
condiciones	 estructurales	 de	 carácter	 social,	 cultural,	 económico	 y	 político	 que	 han	
propiciado	 la	 afectación	 de	 ciertos	 grupos,	 convirtiendo	 así	 en	 víctimas	 y	 con	 el	 goce	
restringido	a	sus	derechos.	 Igualmente,	 la	reparación	busca	transformar	 las	relaciones	de	
poder	que	han	discriminado	 y	puesto	 en	 situación	de	 vulnerabilidad	 a	 ciertos	 grupos	de	
población,	como	las	mujeres,	y	así	entonces	contrarrestar	las	situaciones	de	dominación	de	
diversa	 índole:	 racial,	 social,	 patriarcal	 y	 que	 han	 originado	 la	 exclusión	 y	 la	 violencia	
(Uprimny:	2009,	p.	38).		
Por	 lo	 que	 todas	 las	 modalidades	 de	 reparación	 deben	 constituir	 un	 medio	 para	 la	
transformación,	 de	 tal	 forma	 que	 éstas	 tengan	 a	 su	 vez	 como	 intención	 transformar	 las	
relaciones	 de	 poder	 y	 las	 desigualdades	 que	 favorecieron	 la	 violación	 de	 los	 derechos	
humanos	(Uprimny:	2009,	p.	41).			
La	 reparación	 constituye	 también	 un	 medio	 para	 diferenciar	 las	 características	 y	
necesidades	 específicas	de	 las	 víctimas	 a	 fin	de	 lograr	 la	 reparación	del	 daño.	En	 el	 caso	
concreto	de	las	mujeres,	la	reparación	representa	la	posibilidad	que	tienen	de	reconstruir	
sus	vidas	mediante	 la	 restauración	de	 su	dignidad.	Para	 reconstruir	 sus	vidas	no	a	 como	
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estaban	 antes	 de	 la	 guerra	 o	 del	 conflicto,	 sino	 en	 una	 dimensión	 transformadora	 de	 las	
injusticias	 socioculturales	 y	 desigualdades	 estructurales	 que	 anteceden	 a	 la	 situación	
generadora	de	la	violación	de	derechos	humanos	(Rubio:	2009,	p.	1).	











discriminación	 y	 exclusión	 de	 las	mujeres,	 y	 de	 esta	 forma	 lograr	 la	 equidad	 de	 género	
(Guillerot:	2009,	p.	32).		




naturaleza	 de	 las	 mismas	 y	 la	 contribución	 de	 las	 mujeres	 a	 la	 creación	 de	 un	 Estado	
democrático	(Rubio:	2009,	p.	11).		Asimismo,	utilizar	esta	herramienta	permite	detectar	qué	
medidas	 deben	 tomarse	 para	 evitar	 que	 se	 reproduzcan	 situaciones	 de	 discriminación	 y	
exclusión	y	lograr	que	las	personas	situadas	en	situación	de	mayor	desventaja	tengan	acceso	
efectivo,	 según	 sus	 propias	 necesidades,	 a	 los	 bienes	 y	 servicios	 destinados	 para	 su	
compensación,	rehabilitación	y	satisfacción.	


















También,	 desde	 el	 Derecho	 Internacional	 de	 Derechos	 Humanos	 (DIDH),	 el	 uso	 de	 esta	

























reparaciones	 se	 guarde	 de	 tal	 forma	 que	 se	 restablezcan	 las	 relaciones	 de	 igualdad,	 de	
respeto	y	de	confianza	entre	Estado	y	ciudadanos,	particularmente	cuando	han	sido	víctimas	
de	 violaciones	 de	 derechos	 humanos,	 para	 así	 contribuir	 a	 la	 construcción	 gradual	 de	
democracias	más	incluyentes	(Conferencia	de	Julliette	Guillerot).	De	forma	similar,	De	Greiff	
indica	 que,	 en	 contextos	 de	 violación	 sistemática	 y	masiva	 a	 los	 derechos	 humanos,	 “las	
reparaciones	 deben	 entenderse	 como	 un	 proyecto	 político	 que	 busca	 restablecer	 una	




restitutivo	 sino	 también	 correctivo.	 En	 este	 sentido,	 no	 es	 admisible	 una	 restitución	 a	 la	
misma	 situación	 estructural	 de	 violencia	 y	 discriminación”	 (CoIDH:	 2009,	 p.	 118).	 Esta	
dimensión	de	transformar	comprende	a	las	reparaciones	no	solo	como	una	forma	de	justicia	
correctiva	que	busca	enfrentar	el	sufrimiento	ocasionado	a	las	víctimas	y	a	sus	familiares	por	
los	hechos	atroces,	 sino	 también	 como	una	oportunidad	de	 impulsar	una	 transformación	
democrática	de	las	sociedades,	a	fin	de	superar	situaciones	de	exclusión	y	desigualdad	que	
contribuyeron	 a	 crisis	 humanitaria	 además	 de	 la	 victimización	 desproporcionada	 de	 los	
sectores	más	 vulnerables,	 y	 que	 en	 todo	 caso	 resultan	 contrarias	 a	 principios	 básicos	de	
justicia	(Uprimny	y	Saffon:	2009,	p.	34	).	
Asimismo,	 la	Corte	IDH	ha	utilizado	 la	perspectiva	de	transformación	en	 las	reparaciones	











ello.	 De	 forma	 concreta,	 esto	 es	 observado	 cuando	 ha	 ordenado	 la	 reactivación	 de	
investigaciones	judiciales	para	identificar,	procesar	y	sancionar	a	los	responsables	de	actos	
que	 han	 violado	 y	 afectado	 desproporcionadamente	 a	 las	 mujeres,	 ordenando	 que	 “la	
investigación	deberá	incluir	una	perspectiva	de	género”	(CoIDH:	2009,	p.	115).		





aplicación	 de	 protocolos	 de	 investigación	 para	 casos	 de	 tortura,	 violación	 sexual	 y	 otras	
formas	de	violencia	sexual	y	de	esta	forma	puedan	ser	debidamente	investigados	y	juzgados	
por	los	Estados	(CoIDH:	2014,	p.	130).		
La	 Corte	 IDH	 considera	 esencial	 su	 uso	 a	 través	 de	 la	 reparación	 ya	 que	 ésta	 favorece	 y	
considera	 las	 circunstancias	de	 vulnerabilidad	de	 las	mujeres	que	han	 sido	 víctimas,	 con	
especial	 atención	 cuando	 se	 trata	 de	 mujeres	 indígenas,	 y	 que	 además	 han	 enfrentado	
obstáculos	 en	 la	 búsqueda	 de	 acceso	 a	 la	 justicia	 frente	 a	 denuncias	 de	 violación	 sexual	
(CoIDH:	 2010,	 p.	 92).	 De	 igual	 forma,	 la	 Corte	 IDH	 ha	 dispuesto	 la	 capacitación	 y	
sensibilización	 de	 funcionarios	 federales	 y	 estatales,	 particularmente	 del	 Poder	 Judicial,	
Policía	y	cualquier	otro	personal	que	brinde	atención	a	casos	de	violencia	contra	las	mujeres	
a	 través	 de	 “programas	 y	 cursos	 permanentes	 sobre	 investigación	 diligente	 en	 casos	 de	





del	 ejército	 (CoIDH:	 2012,	 p.	 120).	 Para	 el	 tribunal	 interamericano	 la	 capacitación	 con	
perspectiva	de	género	“implica	no	solo	un	aprendizaje	de	las	normas,	sino	debe	generar	que	
todos	 los	 funcionarios	 reconozcan	 la	 existencia	 de	 discriminación	 contra	 la	 mujer	 y	 las	
afectaciones	que	generan	en	éstas	las	ideas	y	valoraciones	estereotipadas	en	lo	que	respecta	
al	alcance	y	contenido	de	los	derechos	humanos”	(CoIDH:	2014,	p.	93).		





formas	 de	 violencia	 reciban	 tratamientos	 de	 salud	 que	 contemplen	 una	 rehabilitación	
especializada	(CoIDH:	2014,	p.	120).		




(Observación	 General	 No.	 30:	 Sobre	 las	 mujeres	 en	 la	 prevención	 de	 los	 conflictos,	 las	
situaciones	 de	 conflicto	 y	 postconflicto	 del	 Comité	 de	 la	 CEDAW,	 párr.	 79).	 El	 Secretario	




2014,	p.	6).	También,	 recalca	que	 “el	diseño	de	 las	 reparaciones,	 incluida	 la	 combinación	
apropiada	 de	 distintas	 formas	 de	 reparación,	 debe	 estar	 orientado	 por	 su	 potencial	 de	
transformación”	 (Secretario	 General:	 2014,	 p.	 14).	 En	 este	 sentido,	 algunas	 formas	 de	






transformadoras	 al	 contemplar	 la	 necesidad	 de	 impulsar	 reformas	 estructurales	 e	
institucionales	(Secretario	General:	2014,	p.	14).		
Por	 consiguiente,	 para	 los	 casos	de	 violaciones	de	derechos	humanos	de	 las	mujeres,	 las	
medidas	de	reparación	tendrían	que	tomar	en	consideración	la	existencia	de	discriminación,	




además	 de	 contribuir	 a	 superar	 los	 efectos	 de	 las	 violaciones,	 se	 propongan	 superar	 las	
condiciones	iniciales	que	permitieron	dichas	violaciones,	apuntando	a	la	transformación	de	
las	 sociedades.	 Por	 lo	 tanto,	 esta	 perspectiva	 de	 transformación	 es	 transversal	 en	 los	













se	 concentre	 no	 sólo	 en	 la	 restitución	 de	 derechos,	 sino	 también	 en	 la	 corrección	 de	 las	
condiciones	de	vulnerabilidad	previas	y	que	ellas	sean	modificadas,	y	que	por	 lo	 tanto	se	




Lo	 anterior	 implica	 que	 por	 ejemplo	 la	 restitución,	 además	 de	 restituir	 la	 libertad,	 la	
identidad	y	la	ciudadanía,	oriente	a	eliminar	todos	los	obstáculos	que	afectan	las	condiciones	













De	 tal	manera	que	no	 sean	 invisibilizadas	 las	 violaciones	de	derechos	humanos	 sufridas,	
especialmente	en	contexto	de	conflicto	armado.		
Mientras	que	las	garantías	de	no	repetición,	adicionalmente	a	las	reformas	institucionales	y	
normativas	 que	 puedan	 ser	 necesarias,	 éstas	 tienen	 el	 objetivo	 de	 desestructurar	 los	














































La	 Corte	 Constitucional	 (CC)	 de	 Colombia	 a	 través	 de	 sus	 resoluciones	 ha	 visibilizado	 la	
necesidad	de	adoptar	medidas	específicas	y	diferenciales	para	atender	a	las	mujeres	en	este	











• “el	 riesgo	 de	 violencia	 sexual,	 explotación	 sexual	 o	 abuso	 sexual	 en	 el	 marco	 del	
conflicto	armado;		
• el	 riesgo	 de	 explotación	 o	 esclavización	 para	 ejercer	 labores	 domésticas	 y	 roles	




• el	 riesgo	de	 reclutamiento	 forzado	de	 sus	hijos	 e	 hijas	por	 los	 actores	 armados	 al	
margen	de	 la	 ley,	 o	de	otro	 tipo	de	amenazas	 contra	 ellos,	 que	 se	hace	más	grave	
cuando	la	mujer	es	cabeza	de	familia;		
• los	 riesgos	 derivados	 del	 contacto	 o	 de	 las	 relaciones	 familiares	 o	 personales	 -
voluntarias,	 accidentales	o	presuntas-	 con	 los	 integrantes	de	alguno	de	 los	grupos	
armados	ilegales	que	operan	en	el	país	o	con	miembros	de	la	Fuerza	Pública;		
• los	 riesgos	 derivados	 de	 su	 pertenencia	 a	 organizaciones	 sociales,	 comunitarias	 o	
políticas	 de	 mujeres,	 o	 de	 sus	 labores	 de	 liderazgo	 y	 promoción	 de	 los	 derechos	
humanos	en	zonas	afectadas	por	el	conflicto	armado;	
• el	 riesgo	 de	 persecución	 y	 asesinato	 por	 las	 estrategias	 de	 control	 coercitivo	 del	
comportamiento	 público	 y	 privado	 de	 las	 personas	 que	 implementan	 los	 grupos	
armados	ilegales	en	extensas	áreas	del	territorio	nacional;		




determinadas	 violaciones	 de	 derechos	 humanos	 ocurran	 en	 perjuicio	 de	 las	mujeres:	 “a)	
patrones	 de	 violencia	 y	 discriminación	 de	 género	 de	 índole	 estructural	 en	 la	 sociedad	
colombiana,	preexistentes	al	desplazamiento	pero	que	se	ven	potenciados	y	degenerados	
por	el	mismo,	impactando	en	forma	más	aguda	a	las	mujeres	desplazadas,	y	b)	problemas	
específicos	 de	 las	 mujeres	 desplazadas,	 producto	 de	 la	 conjunción	 de	 los	 factores	 de	




la	 trata	 de	 personas	 con	 fines	 de	 explotación;	 violencia	 intrafamiliar	 y	 la	 violencia	
comunitaria	por	motivos	de	género;	desconocimiento	y	vulneración	de	su	derecho	a	la	salud;	
asunción	del	rol	de	jefatura	de	hogar	femenina	sin	las	condiciones	de	subsistencia	material	





las	 Víctimas:	 2013,	 pp.7-8).	 Igualmente,	 como	 problemas	 específicos	 de	 las	 mujeres	
desplazadas	 se	 destaca:	 “los	 especiales	 requerimientos	 de	 atención	 y	 acompañamiento	
psicosocial;	una	alta	frecuencia	de	funcionarios	no	capacitados	para	atender	a	las	mujeres	
desplazadas,	 o	 abiertamente	 hostiles	 e	 insensibles	 a	 su	 situación;	 el	 enfoque	 a	 menudo	
‘familista’	del	sistema	de	atención	a	la	población	desplazada,	que	descuida	la	atención	de	un	
altísimo	 número	 de	 mujeres	 desplazadas	 que	 no	 son	 cabezas	 de	 familia;	 entre	 otros.”	
(Unidad	para	la	Atención	y	Reparación	de	las	Víctimas:	2013,	pp.7-8).	
El	caso	particular	de	la	Ley	de	Víctimas	y	Restitución	de	Tierras	(Ley	1448	de	2011)	da	vida	a	


















inferir	 que	 existen	 indicios	 de	 que	 la	 violencia	 sexual	 se	 empleó	habitualmente	 en	 casi	 todas	 las	masacres	
perpetradas	por	fuerzas paramilitares,	hechos	de	violencia	sexual	durante	las	masacres	cometidas	por	grupos	
paramilitares	de	Ituango	y	el	Aro	en	Antioquia	(1996-1997),	han	sido	documentados	así	como	en	episodios	



















- Reparación	 administrativa,	 la	 protección	 y	 la	 creación	 de	 condiciones	 de	
seguridad	sean	adecuadas.	





- Fortalecimiento	 de	 la	 protección	 y	 la	 participación	 de	 mujeres	 víctimas	 de	
múltiples	violencias	en	el	conflicto	armado,	con	énfasis	en	mujeres	víctimas	de	
violencia	sexual.8	




- Desarrollo	 e	 implementación	 de	 una	 Ruta	 de	 Reparación	 en	 la	 que	 debe	
incorporarse	un	trato	diferencial	para	las	mujeres.	
- Conformación	de	las	mesas	de	participación	de	la	Ley	de	Víctimas.	
- Inclusión	 de	 la	 violencia	 sexual	 como	 delito	 sujeto	 a	 reparación	 en	 la	 Ley	 de	
Víctimas.	

























discapacidad.	 Por	 tal	 razón,	 las	 medidas	 de	 ayuda	 humanitaria,	 atención,	 asistencia	 y	
reparación	 integral	que	 se	establecen	en	 la	presente	Ley,	 contarán	 con	dicho	enfoque.	El	
Estado	ofrecerá	especiales	garantías	y	medidas	de	protección	a	los	grupos	expuestos	a	mayor	
riesgo	 de	 las	 violaciones	 contempladas	 en	 el	 artículo	 3°	 de	 la	 presente	 Ley	 tales	 como	
mujeres,	 jóvenes,	niños	y	niñas,	 adultos	mayores,	personas	en	 situación	de	discapacidad,	
campesinos,	 líderes	 sociales,	 miembros	 de	 organizaciones	 sindicales,	 defensores	 de	
derechos	humanos	y	víctimas	de	desplazamiento	forzado.	Para	el	efecto,	en	la	ejecución	y	
adopción	 por	 parte	 del	 Gobierno	 Nacional	 de	 políticas	 de	 asistencia	 y	 reparación	 en	
desarrollo	de	la	presente	Ley,	deberán	adoptarse	criterios	diferenciales	que	respondan	a	las	
particularidades	 y	 grado	 de	 vulnerabilidad	 de	 cada	 uno	 de	 estos	 grupos	 poblacionales.	
Igualmente,	 el	 Estado	 realizará	 esfuerzos	 encaminados	 a	 que	 las	 medidas	 de	 atención,	
asistencia	y	reparación	contenidas	en	la	presente	Ley,	contribuyan	a	la	eliminación	de	los	
























del	 conflicto	 armado	merma	 el	 desarrollo	 del	 proyecto	 de	 vida	 de	 las	mujeres,	 pues	 sus	
familias	 son	 desestructuradas,	 se	 ven	 obligadas	 a	 abandonar	 sus	 labores	 cotidianas,	
asumiendo	así	otros	roles	y	actividades	de	manera	obligada	(Sánchez:	2014,	pp.	175-176).	
La	violación,	la	violencia	sexual,	la	esclavitud	sexual,	el	embarazo	forzado,	la	esterilización	
forzada,	 constituyen	 delitos	 y	 violaciones	 del	 Derecho	 Internacional	 de	 los	 Derechos	






ocasiona	 el	 conflicto	 respecto	 a	 su	 condición	 especial	 y	 iii)	 el	 impacto	 que	 ha	 tenido	 la	
violencia	en	su	persona	individual”	(Unidad	para	la	Atención	y	Reparación	de	las	Víctimas:	









a	 que	 estas	 medidas,	 contenidas	 en	 la	 ley	 incluyendo	 a	 los	 programas	 y	 políticas	 de	
reparación	que	emanen	de	ella,	contribuyan	a	erradicar	y	 transformar	 las	condiciones	de	
discriminación	 y	 desigualdad	 que	 muy	 posiblemente	 pudieron	 haber	 sido	 la	 raíz	 de	 la	











rurales,	 y	 por	 ser	 víctimas	 del	 conflicto	 armado”	 (Unidad	 para	 la	 Atención	 y	 Reparación	
Integral	 de	 Víctimas:	 2011,	 p.72).	 Esto	 resulta	 relevante	 ya	 que	 el	 acceso	 a	 la	 tierra	 en	



























de	 otros	 beneficios	 tales	 como	 crédito,	 adjudicación	 de	 tierras,	 garantías,	 seguridad	
social,	 educación,	 capacitación	 y	 recreación,	 subsidio	 familiar,	 planes	 y	 programas	 de	
reforestación	(art.	117	de	la	Ley	1448	de	2011).	
- Titulación	 de	 la	 propiedad	 y	 restitución	 de	 derechos.	 “En	 todos	 los	 casos	 en	 que	 el	
demandante	 y	 su	 cónyuge,	 o	 compañero	 o	 compañera	 permanente,	 hubieran	 sido	
víctimas	de	abandono	forzado	o	despojo	del	bien	inmueble	cuya	restitución	se	reclama,	
el	 juez	o	magistrado	en	 la	sentencia	ordenará	que	 la	restitución	o	 la	compensación	se	
efectúen	a	favor	de	los	dos.”	(art.	118	de	la	Ley	1448	de	2011).	
Ha	habido	un	reconocimiento	judicial	sobre	la	importancia	de	las	acciones	afirmativas	para	
estos	casos,	 tal	 se	observa	en	 la	sentencia	de	 tutela	603	de	2003:	 “Para	contrarrestar	 los	
efectos	 nocivos	 del	 reasentamiento	 involuntario	 producto	 del	 desplazamiento,	 y	 siempre	











Respecto	 a	 las	 medidas	 de	 reparación	 integral	 comprendidas	 a	 favor	 de	 la	 víctima	 se	
encuentran	la	restitución,	la	indemnización,	la	rehabilitación,	la	satisfacción	y	las	garantías	




para	 la	 reconstrucción	 del	 movimiento	 y	 tejido	 social	 de	 las	 comunidades	 campesinas,	
especialmente	de	las	mujeres”	(art.	139	de	la	Ley	1448	de	2011)	(Unidad	para	la	Atención	y	
Reparación	Integral	de	Víctimas:	2011).		
De	conformidad	con	 la	Comisión	de	Seguimiento	y	Monitoreo	de	 la	Ley	1448	de	2011,	 la	
indemnización	 tiene	 mayor	 demanda	 como	 medida	 ya	 que	 es	 la	 más	 conocida	 por	 las	
víctimas	en	un	26%,	mientras	que	un	17%	declara	conocer	otras	medidas	como	las	disculpas	
públicas	 (CSML:	 2014,	 p.	 297).	 Las	 medidas	 de	 satisfacción	 que	 incluyen	 el	 acceso	 a	
programas	de	educación	y	 salud	para	 las	víctimas	del	 conflicto	armado,	e	 incluso	para	 la	
población	en	general,	enfrentan	obstáculos	que	incluyen	la	falta	de	recursos,	la	baja	calidad	
y	 la	 débil	 capacidad	 para	 ofrecer	 el	 acceso	 a	 estos	 servicios	 (CSML:	 2014,	 228).	 En	 este	
sentido,	 como	 fue	 mencionado	 en	 el	 marco	 teórico	 y	 coincidiendo	 con	 Uprimny	 es	
importante	que	 las	medidas	de	 reparación	que	 sean	 implementadas	no	 sólo	 sean	para	 la	
garantía	 de	 los	 derechos	 civiles	 y	 políticos	de	 las	 víctimas	 sino	 también	de	 sus	derechos	
sociales;	además,	de	esta	forma	se	estará	contribuyendo	a	que	éstas	cumplan	con	su	vocación	
de	transformación	y	de	justicia	social,	es	decir,	de	distribución	y	acceso	de	bienes	y	recursos.	











lo	 tanto,	 las	 medidas	 que	 sean	 otorgadadas	 deberán	 observan	 las	 características	 de	 los	
diferentes	grupos	a	los	que	se	quiera	reparar,	por	ejemplo	en	caso	de	mujeres,	se	vigilará	que	
no	se	siga	reproduciendo	o	apoyen	estigmas	y	paradigmas	que	sigan	sirviendo	de	cultivo	




Existe	 el	 reconocimiento	 que	 las	 reparaciones	 vía	 política	 pública	 	 “por	 su	 ámbito	
programático	administrativo	ofrecen	mayor	riqueza	y	ejemplos	de	cómo	prestar	atención	a	
las	mujeres	víctimas	en	la	definición	de	medidas	de	reparaciones”	(Guillerot:	2009,	p.	63).	En	
este	 sentido	 constituyen	 “un	 conjunto	 de	 acciones	 complejas,	 destinadas	 en	 un	 lapso	 de	
tiempo	 a	 afectar	 la	 realidad,	 frente	 a	 uno	 o	 varios	 problemas	 políticos”	 (Unidad	 para	 la	
Atención	 y	Reparación	 Integral	 a	 las	Víctimas.	 2011:	 p.	 2).	Además,	 buscan	 responder	 “a	






victimas	 estas	 políticas	 son	 una	 posibilidad	 de	 constituir	 “una	 intervención	 integral,	






número	 de	 víctimas	 son	 mujeres	 y	 que	 comprende9:	 “víctimas	 directas	 o	 colaterales	 de	
distintos	fenómenos	y	efectos	del	conflicto	interno	armado,	por	el	sólo	hecho	de	ser	mujeres,	
y	 como	 resultado	 de	 sus	 relaciones	 afectivas	 como	 hijas,	 madres,	 esposas,	 compañeras,	





conflicto	armado.	De	 igual	manera,	 la	Convención	de	Belém	do	Pará	 insta	a	 los	Estados	a	
establecer	 los	 mecanismos	 administrativos,	 e	 igualmente	 judiciales,	 necesarios	 para	
asegurar	que	las	mujeres	víctimas	de	violencia	–tanto	física,	psicológica	como	sexual-,	tengan	
un	acceso	efectivo	a	resarcimiento,	reparación	del	daño	u	otros	medios	de	compensación	
justos	 y	 eficaces	 (CIDH:	 2008,	 p.2).	 La	 CIDH	 “entiende	que	 la	 adopción	de	 programas	de	




de	 dinero	 o	 recursos,	 sino	 a	 buscar	 el	 restablecimiento	 de	 los	 derechos	 violados	 y	 el	
reconocimiento	 de	 la	 dignidad	 humana	 de	 las	 víctimas	 y	 sus	 familiares,	 dejando,	 por	 un	
momento,	de	lado	el	reconocimiento	del	Estado	como	violador	de	derechos,	sino	como	un	



















como	 objetivo	 primordial	 la	 reparación	 integral	 transformadora	 además	 de	 la	 garantía,	
protección	y	el	ejercicio	pleno	de	los	derechos	de	las	mujeres	víctimas.	Sus	ejes	de	acción	




acceso	 que	 enfrentan	 las	mujeres	 víctimas	 cuando	 son	 atendidas,	 asistidas	 o	 reparadas.”	
(Unidad	 para	 la	 Atención	 y	 Reparación	 Integral	 de	 Víctimas:	 2013,	 p.	 33).	 Su	 relevancia	
radica	 en	 varios	 puntos:	 “i.	 representa	 un	 avance	 para	 hacer	 visibles	 las	 afectaciones	
diferenciadas	del	conflicto	armado	en	la	vida	de	las	mujeres;	ii)	posiciona	y	compromete	al	
Estado	 con	 una	 oferta	 específica	 y	 con	 recursos	 destinados	 para	 la	 atención	 de	 las	
problemáticas	de	 las	mujeres	 víctimas;	 iii.	 articula	 a	 	 la	 institucionalidad	pública	 y	 es	un	
compromiso	 que	 implica	 seguimiento;	 y	 iv.	 es	 un	 aporte	 para	 la	 construcción	 de	 la	 paz”	
(Unidad	para	la	Atención	y	Reparación	Integral	de	Víctimas:	2013,	p.	11).	
Hace	enfásis	en	el	uso	de	las	herramientas	más	idóneas	para	atender	a	mujeres	en	el	contexto	




“un	 imperativo	 ético	 en	 razón	 a	 que	 grupos	 históricamente	 excluidos	 ya	 sea	 por	 su	
participación	o	por	modo	de	vida,	en	razón	a	su	etnia,	sexo,	identidad	de	género,	ciclo	vital	y	
discapacidad,	reivindican	hoy	el	ejercicio	de	una	ciudadanía	desde	el	reconocimiento	y	 la	





opciones	 humanas.	 Es	 decir,	 el	 derecho	 a	 ejercer	 una	 ciudadanía	 desde	 la	 diferencia	 en	
escenarios	 de	 una	 democracia	 participativa,	 de	 inclusión	 igualitaria	 de	 ciudadanos	 y	





medida	 que	 las	 acciones	 propuestas	 contribuyen	 a	 lograr	 cambios	 estructurales	 que	
desarticulen	 los	 problemas	 que	 dieron	 lugar	 a	 las	 desigualdades	 estructurales	 y	 las	
violaciones	de	derechos	que	experimentan	las	mujeres	antes,	durante	y	después	del	conflicto	
armado.	Lo	anterior	se	orienta	a	la	constitución	de	una	sociedad	más	justa,	democrática	e	
incluyente	 y	 al	 restablecimiento	 de	 la	 confianza	 cívica”	 (Unidad	 para	 la	 Atención	 y	
Reparación	Integral	de	Víctimas:	2013,	p.	18).	






ambientes	de	mayor	 restricción	y	 vulneración	de	derechos,	 debe	 ser	 restituido	de	 forma	












- Persecución,	 amenaza,	 tortura,	 desaparición	 forzada	 y	 asesinato	 como	 estrategia	 de	
control	coercitivo	del	comportamiento	público	y	privado.	






parte	 de	 los	 actores	 armados	 ilegales	 para	 ejercer	 labores	 domésticas	 y	 roles	
considerados	femeninos	en	una	sociedad	con	rasgos	patriarcales.”	
Bajo	 las	 perspectivas	 de	 transformación	 y	 de	 justicia	 distributiva	 se	 plantean	 algunas	
respuestas	para	vencer	los	obstáculos	que	enfrentan	las	mujeres	víctimas	a	la	restitución	de	
tierras	y	acceso	a	oportunidades	productivas	ya	que	“las	prácticas	socioculturales	existentes	
afectan	 de	manera	 particular	 el	 ejercicio	 de	 estos	 derechos”	 (Unidad	 para	 la	 Atención	 y	
Reparación	Integral	de	Víctimas:	2013,	p.	9).	El	acceso	a	la	tierra	para	las	mujeres	en	este	
contexto	es	relevante,	por	ejemplo	en	algunas	regiones	del	país	como	Calí	del	53%	de	las	
víctimas	 del	 conflicto	 armado	 que	 llegan	 son	 mujeres	 que	 se	 han	 visto	 enfrentadas	 al	
desplazamiento	 en	 un	 77.7%,	 a	 homicidios	 en	 un	 12.8%,	 a	 amenazas	 en	 un	 3.2%,	 a	 la	














jurídica	 de	 los	 derechos	 sobre	 la	 tierra;	 v.	 Capacitar	 funcionarios	 encargados	 de	 la	
orientación	y	atención	de	víctimas	de	despojo;	y	vi.	Capacitar	a	organizaciones	de	mujeres	
sobre	 instrumentos	 normativos	 y	 herramientas	 de	 gestión	 en	 relación	 con	 la	 tierra	 y	 el	





en	el	 conflicto	armado,	 sobre	 todo	 tomando	en	cuenta	que	 las	mujeres	 rurales	enfrentan	





económicas	 y	 políticas)	 por	 el	 desconocimiento	 del	 rol	 y	 aporte	 de	 las	 mujeres	 en	 el	
desarrollo	 rural	 que	 refuerza	 prácticas	 socioculturales	 de	 exclusión	 y	 desconoce	 los	









tierras.	Un	64,2%	de	hombres	 frente	 a	un	26,5%	de	mujeres	 en	 calidad	de	propietarios/as,	 y	 una	 relación	
gravemente	 desigual	 en	 relación	 a	 la	 ocupación	 de	 baldíos	 (70%	 hombres,	 8.9%	mujeres)	 y	 en	 derechos	
otorgados	por	herencia	(56.3%	hombres	y	32.5%	mujeres).	Estas	cifras	evidencian	la	desigualdad	en	relaciones	







de	pobreza	 y	 discriminación	para	 encontrar	 así	 propuestas	 que	 auxilien	 en	 la	mejora	 de	
condiciones	en	este	tipo	de	procesos,	como	el	de	Colombia.	
En	la	práctica	existen	problemas	que	dificultan	la	operativización	de	estas	perspetivas,	sin	






internacionales	han	expresado	 su	preocupación	por	 las	diversas	barreras	 institucionales,	
procesales	 y	 sociales	 que	 enfrentan	 las	mujeres	 en	 relación	 al	 acceso	 a	 la	 restitución	 de	
tierras	(OACNUDH:	2013,	p.	8).	Además	la	problemática	se	ha	agravado	por	la	presencia	de	
“industrias	extractivas	y	proyectos	de	desarrollo	a	gran	escala	están	presentes	en	zonas	en	
las	 que	 está	 previsto	 restituir	 tierras,	 lo	 que	 podría	 dar	 lugar	 a	 conflictos	 sociales	 y	 a	
violaciones	de	los	derechos	humanos”	(OACNUDH:	2013,	p.	9).	
Frente	 a	 lo	 anterior,	 la	 recomendación	 es	 que	 los	 procesos	 de	 reparación	 incluyendo	 la	
restitución	de	tierras	se	centren	“en	la	calidad	de	los	resultados	y	en	transformar	la	vida	de	
las	 víctimas	 garantizando	 su	 capacidad	 para	 ejercer	 todos	 sus	 derechos	 de	 manera	













Las	 reparaciones	 que	 emanan	 de	 un	 proceso	 judicial	 en	 el	 que	 las	 víctimas	 tienen	 la	
oportunidad	 de	 participar,	 tener	 una	 representación	 legal,	 presentar	 pruebas,	 recurrir	
decisiones,	 entre	 otras,	 se	 determinan	 como	 reparaciones	 judiciales.	 En	 este	 sentido,	 se	
supone	 una	 sentencia	 tendría	 que	 incluir	 los	 mecanismos	 y	 procedimientos	 para	 el	
cumplimiento	 de	 la	 obligación	 de	 reparar	 a	 las	 víctimas	 de	 violaciones	 a	 los	 derechos	
humanos.	
En	el	caso	de	Guatemala	se	analiza	las	reparaciones	judiciales	producto	de	un	proceso	que	










a	 quienes	 se	 les	 reconoció	 como	 víctimas	 de	 graves	 violaciones	 de	 derechos	 humanos	
durante	el	conflicto	armado	 interno.	Fue	dictada	por	el	Tribunal	de	Mayor	Riesgo	“A”,	en	






















en	 su	 mayoría	 de	 comunidades	 indígenas	 que	 se	 encontraban	 en	 proceso	 de	
regularización	de	tierras;	se	les	acusó	de	apoyar	a	la	guerrilla.		
- Las	 desapariciones	 forzadas	 se	 presentan	 en	 un	 proceso	 de	 combate	 contra	 la	
insurgencia.	Después	de	desaparecer	a	los	hombres	de	la	comunidad	de	Sepur	Zarco,	los	
militares	cometieron	violaciones	masivas	contra	las	mujeres.		
- Anudado	 a	 lo	 anterior,	 se	 esclaviza	 doméstica	 y	 sexualmente	 a	 las	 mujeres	 en	 el	
destacamento	militar.		
- Las	 casas	 y	 cultivos	 de	 los	 habitantes	 de	 las	 comunidades	 atacadas	 son	 quemadas	 y	
destruidas,	dejándoles	en	la	pobreza	absoluta.	




la	 existencia	 de	 la	 discriminación	 contra	 ellas	 como	 mujeres	 indígenas,	 además	 de	 la	
situación	de	desigualdad	y	discriminación	bajo	la	cual	se	cometieron	las	violaciones	a	sus	
derechos	 humanos,	 así	 como	 las	 afectaciones	 diferenciadas	 que	 la	 violencia	 durante	 el	
conflicto	armado	trajo	para	su	vida,	determinando	así	la	gravedad	de	los	hechos	dentro	del	











Es	 valioso	 mencionar	 la	 existencia	 del	 Programa	 Nacional	 de	 Resarcimiento	 (PNR)	 de	
Guatemala,	programa	de	reparaciones	administrativas,	mismo	que	ha	enfrentado	diferentes	
obstáculos	para	lograr	un	impacto	de	trasformación	democrática	y	de	justicia	socal	a	través	
de	 las	 reparaciones	 en	 la	 población	 afectada	 por	 el	 conflicto	 armado	 interno,	 donde	 por	
ejemplo	 las	 mujeres	 víctimas	 que	 han	 podido	 acceder	 a	 ella	 ha	 sido	 solo	 en	 la	 fase	
indemnizatoria	(Impunity	Watch:	2013,	p.15);	quedando	así	sin	 la	posibilidad	de	generar	
condiciones	para	la	reconstrucción	de	sus	proyectos	de	vida,	el	acceso	a	servicios	de	salud,	
vivienda	 y	 educación,	 la	 debida	 diligencia	 en	 el	 acceso	 a	 la	 justicia,	 la	 investigación,	 la	
persecución	 de	 los	 responsables	 así	 como	 para	 tomar	 pasos	 para	 que	 las	 violaciones	 de	
derechos	humanos	no	vuelvan	a	ocurrir,	entre	otras.	Especialmente	tomando	en	cuenta	la	
afectación	de	las	mujeres	en	el	conflicto	armado	interno,	entre	los	delitos	y	violaciones	de	







causa	de	 la	desaparición	 forzada	ó	 la	 ejecución	extrajudicial	de	 sus	 esposos,	 entre	otras”	






generalmente	 reciben	 sueldos	 inferiores	 que	 los	 hombres”	 (Impunity	Watch:	 2014,	 p.3).	















simbólico	 en	 el	 programa,	 particularmente	 en	 lo	 relativo	 al	 reconocimiento	 de	
responsabilidad,	 la	 eliminación	 de	 la	 carta	 de	 perdón	 y	 de	 actos	 públicos	 y	 el	 cambio	 o	
eliminación	de	 términos	 como	 “civiles”,	 “conflicto”,	 “lesa	humanidad”,	 e	 incluso	 limitar	 el	
alcance	de	las	conductas	consideradas	como	violatorias	de	derechos	humanos	únicamente	













a	 lo	 que	 indican	 los	 estandáres	 internacionales	 de	 derechos	 humanos,	 señalados	
anteriormente,	 concretamente	 denominadas	 como	 restitución,	 indemnización,	
rehabilitación,	satisfacción	y	garantías	de	no	repetición,	en	su	lugar,	se	les	llama	medidas	de	
resarcimiento:	 económicas,	 materiales,	 culturales,	 psicosociales	 y	 de	 rehabilitación	




víctimas.	Esta	visión	es	un	 indicador	 fundamental	para	entender	 la	 forma	en	que	ha	sido	
concebida	la	política	de	reparación	en	Guatemala,	que	desde	su	inicio	se	ha	enfocado	en	el	








sociales	 donde	 habitan	 las	 víctimas.	 En	 esa	 línea	 la	 Corte	 IDH	 define	 que	 las	 medidas	











Conjuntamente	 la	 perspectiva	 de	 género	 contribuiría	 a	 esta	 transformación	 tomando	 en	
cuenta	 	“los	impactos	diferenciados	que	sufrieron	mujeres	y	hombres	durante	el	conflicto	
armado	interno	en	un	contexto	marcado	por	la	discriminación,	el	racismo,	la	desigualdad,	y	
la	 exclusión	 socioeconómica	y	política”	 (Impunity	Watch:	2014,	p.3).	 La	 ausencia	de	 ésta	





que	ante	 la	 falta	de	 incorporación	de	perspectivas	de	transformación	y	de	género	en	esta	
medida	quedan	 invisibilizados	 los	 efectos	de	 la	 violencia	 sexual,	 que	 además	provocaron	
pérdidas	materiales	para	las	víctimas.		
Al	 mismo	 tiempo,	 ¿dónde	 queda	 la	 oportunidad	 de	 restituir	 materialmente	 en	 clave	 de	
justicia	 distributiva,	 por	 ejemplo	 en	 relación	 a	 la	 tenencia	 de	 la	 tierra?	 Este	 derecho	 en	









través	 del	 desarrollo	 e	 implementación	 de	 medidas	 de	 reparación	 que	 transformen	 y	
apliquen	 justicia	 social	 para	mejorar	 la	 vida	 de	 las	mujeres	 y	 su	 empoderamiento	 como	
sujetas	 de	 derechos;	 y	 sean	 acordes	 con	 las	 obligaciones	 que	 emanan	 de	 la	 legislación	
internacional	en	materia	de	reparaciones	(Impunity	Watch:	2014,	p.14).		 	
Después	 de	 un	 puntual	 recorrido	 por	 el	 PNR	 es	 necesario	 regresar	 a	 las	 medidas	 de	








los	 responsables,	 así	 como	 de	 determinar	 el	 paradero	 de	 las	 personas	
desaparecidas.		
Al	Ministerio	Público	 le	 fue	ordenada	 la	 continuación	de	 la	 investigación	para	dar	 con	el	
paradero	 de	 las	 personas	 desaparecidas	 en	 Sepur	 Zarco	 y	 comunidades	 vecinas,	 además	
colaborar	con	los	familiares	de	las	víctimas.	Ésta	última	parte	es	esencial,	ya	que	la	propia	
Corte	 IDH	ha	reiterado	que	 la	participación	plena	de	 los	 familiares	en	 todo	el	proceso	de	






fue	 en	 este	 caso	 (Corte	 IDH:	 2017,	 párr.202).	 Las	 correspondientes	 investigaciones	 y	
procesos	 penales	 tienen	 que	 ser	 realizados	 con	 eficacia	 y	 debida	 diligencia	 a	 fin	 de	
identificar,	juzgar	y,	dado	el	caso,	sancionar	a	los	responsables	de	la	desaparición	forzada	de	
los	miembros	de	las	comunidades	de	Sepur	Zarco	y	aledañas,	en	su	mayoría	esposos	de	las	
mujeres	 de	 la	 comunidad	 (Corte	 IDH:	 2016,	 párr.286).	 De	 manera	 concreta,	 la	 debida	
diligencia	implica	“que	todas	las	autoridades	estatales	correspondientes	están	obligadas	a	










Sin	 embargo,	 en	 este	 caso	 queda	 de	 relieve	 que	 la	 ausencia	 de	 investigación,	 sanción	 y	










una	 ley	 de	 desaparición	 forzada,	 como	 también	 fue	 ordenado,	 y	 otras	 garantías	 de	 no	
repetición,	de	lo	contrario	difícilmente	tendrá	el	impacto	transformador	deseado.		
Dentro	de	los	avances	que	se	ha	tenido	para	esta	medida,	se	documenta	a	través	del	portal	
de	 Mujeres	 Transformando	 al	 Mundo	 (MTM),	 una	 de	 las	 organizaciones	 sociales	 que	
participó	 como	 querellante	 adhesiva14,	 que	 el	 Ministerio	 Público	 ha	 reconocido	 que	 “no	
pueden	dar	cumplimiento	a	esas	medidas	por	sí	solas,	como	instituciones,	necesitan	también	









14	Es	menester	descatar	que	 las	mujeres	de	Sepur	Zarco	 fueron	 legalmente	representadas	y	acompañadas	






abril	 del	 2017)	 ya	 han	 comenzado	 las	 inspecciones	 oculares	 para	 luego	 proceder	 a	 la	
exhumación	(MTM:	2017).		
II. Indemnización	compensatoria		
Fue	ordenada	 la	 indemnización	 individual	para	cada	una	de	 las	12	mujeres	víctimas,	no	
obstante,	 al	 haberse	 tratado	 de	 una	 sentencia	 penal	 que	 únicamente	 determino	
responsabilidad	subjetiva	más	no	objetiva,	su	satisfacción	ha	quedado	pendiente	ya	que	los	
acusados	se	encuentran	sin	los	medios,	ni	en	posibilidad	de	generarlos	por	encontrarse	en	
prisión.	 El	 Estado	 por	 su	 cuenta	 no	 asume	 ninguna	 responsabilidad	 a	 pesar	 de	 que	 los	
culpables	actuaron	en	representación	y	por	órdenes	del	ejército	nacional.	Igualmente,		les	
fue	eximido	del	pago	de	costas	procesales,	por	su	situación	económica.		
Al	 respecto	 “la	 administración	 de	 justicia	 penal	 debe,	 no	 sólo,	 establecer	 la	 estructura	
formal	del	acto	y	 los	modos	de	participación	y	 responsabilidad	criminal	 individual,	 sino	
también,	establecer	elementos	que	permitan	comprender	la	naturaleza	final	e	instrumental	




violaciones	 de	 derechos	 humanos,	 sin	 embargo,	 es	 central	 que	 se	 determinen	 no	
únicamente	 responsabilidades	 inmediatas,	 sino	 también	 la	 de	 aquellas	 personas	
involucradas	 en	 la	 permisividad	 y	 aquiescencia	 de	 los	 hechos	 y	 en	 su	 posterior	
ocultamiento.	Si	bien	esto	no	es	una	práctica	común	en	la	administración	de	justicia	penal,	
pero	“en	este	tipo	de	casos	debe	indagarse	y	considerarse	el	fondo	ideológico	que	facilitó	
que	 los	 hechos	 atroces	 fueran	 perpetrados.	 La	 indagación	 sobre	 la	 motivación	 y	 la	




	A	pesar	de	 lo	 anterior,	 esta	 sentencia	 al	haber	establecido	 responsabilidad	penal	 en	un	











el	 reconocimiento	 del	 daño,	 es	 su	 espíritu	 de	 origen	 (Impunity	Watch:	 2014,	 p.8),	 ésta	
engloba	 el	 daño	 material	 e	 inmaterial	 padecido	 por	 las	 mujeres	 de	 Sepur	 Zarco	 y	 ha	
quedado	sin	reparar.	Es	decir,	que	“tanto	los	sufrimientos	y	las	aflicciones	causados	a	las	
víctimas,	 el	 menoscabo	 de	 valores	 muy	 significativos	 para	 las	 personas,	 así	 como	 las	
alteraciones,	de	carácter	no	pecuniario,	en	las	condiciones	de	existencia	de	la	víctima	o	su	



















como	 a	 las	 personas	 pertenecientes	 de	 la	 comunidad	 de	 Sepur	 Zarco	 y	 comunidades	
aledañas	que	también	fueron	afectadas	durante	el	conflicto	armado	interno.	Enseguida	será	








Corte	 IDH	 en	 casos	 relacionados	 a	 violaciones	 sistématicas	 en	 comunidades	 indígenas,	
como	Plan	de	Sánchez,		ha	ordenado	reparaciones	similares	a	fin	de	que	a	través	de	estos	
centros	 de	 salud	más	 cercanos	 o	 existentes	 se	 puedan	 brindar	 servicios	 gratuitos	 y	 los	
tratamientos	 que	 requieran	 las	 víctimas	 y	 la	 comunidad,	 aunado	 a	 tratamientos	
psicológicos	y	psiquiátricos	que	pongan	en	consideración	“las	circunstancias	particulares	
















Esta	 reparación	 conlleva	 	 el	 “derecho	 a	 la	 vida	 en	 condiciones	 dignas	 protegido	 por	 la	
Convención	y	la	Declaración	Americanas	de	Derechos	Humanos	y	del	deber	general	de	los	
Estados	 de	 garantizar	 a	 los	 miembros	 de	 las	 comunidades	 indígenas	 (…)	 el	 acceso	 a	
condiciones	de	vida	dignas	en	el	campo	sanitario,	alimenticio	y	habitacional,	entre	otras	por	
lo	dispuesto	en	el	artículo	26	de	la	Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos,	que	





recurso	 para	 comenzar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 medidades	 de	 reparación	 que	 han	 sido	
ordenadas	 en	 sede	 judicial	 (MTM:	 2016),	 no	 obstante,	 se	 tiene	 conocimiento	 que	 el	

























la	 dignidad	 de	 las	 víctimas	 que	 por	 lo	 general	 han	 vivido	 con	 recursos	 económicos	 y	
materiales	limitados	(Uprimny,	2009:	p.	453).		
En	 conclusión,	 este	 tipo	 de	 medidas	 que	 buscan	 la	 satisfacción	 de	 derechos	 sociales	 a	
víctimas	que	han	vivido	históricamente	en	condiciones	de	pobreza	y	exclusión	constituyen	
un	reto	ya	que	al	“encontrarse	en	apremiantes	condiciones,	articularán	sus	demandas	en	los	






para	ellas	sino	 también	para	sus	 familiares	y	comunidades,	no	obstante,	 las	acciones	que	
emprenda	el	Estado	en	término	de	garantizarles	sus	derechos	sociales	son	muy	distintas	a	



















Tierras	 de	 Guatemala	 (FONTIERRAS)	 se	 establece	 que	 los	 títulos	 emitidos	 por	 esta	




sea	posible	será	necesario	eliminar	cualquier	 forma	de	discriminación	de	 iure	o	de	 facto	






















IDH	 en	 relación	 a	 la	 restitución	 de	 tierras	 a	 comunidades	 indígenas	 ya	 que	 éstas	
“constituyen	 un	 elemento	 integrante	 de	 su	 cosmovisión,	 religiosidad	 y,	 por	 ende,	 de	 su	























Zarco;	4)	al	Ministerio	de	Educación	y	Ministerio	de	Cultura	que	 la	 sentencia	del	 caso	de	
Sepur	Zarco,	sea	traducida	a	los	veinticuatro	idiomas	mayenses;	5)	el	tribunal	ordenó	que	





al	Ministerio	 de	 la	 Defensa	Nacional	 que	 en	 los	 cursos	 de	 formación	militar,	 se	 incluyan	
cursos	de	Derechos	Humanos	de	 las	Mujeres	 y	Legislación	de	prevención	de	 la	Violencia	
contra	la	Mujer.	





















El	 tribunal	 ordena	 que	 las	 instituciones	 que	 actúan	 como	 querellantes	 adhesivas	 en	 el	
proceso	 penal,	 realicen	 las	 gestiones	 necesarias	 ante	 el	 Congreso	 de	 la	 República,	 en	
relación	a	la	Ley	de	Desaparición	Forzada.		
Esta	 medida	 merece	 algunas	 observaciones,	 la	 primera,	 la	 adopción	 de	 esta	 legislación	
responde	al	cumplimiento	de	las	obligaciones	de	protección	de	derechos	humanos	por	parte	
del	Estado	guatemalteco,	especialmente	frente	a	la	ratificación	de	tratados	internacionales	y	
cumplimiento	 de	 recomendaciones	 específicas;	 y	 de	 esta	 forma,	 cuando	 este	 delito	 sea	
cometido	 se	 logre	 determinar	 “las	 responsabilidades	 tanto	 generales	 –del	 Estado-	 	 como	
individuales	–penales	y	de	otra	índole	de	sus	agentes	o	de	particulares-.		En	cumplimiento	






concretos,	 por	 ejemplo,	 la	 necesidad	 de	 compatibilizar	 la	 tipificación	 del	 delito	 de	
desaparición	forzada,	con	los	instrumentos	interamericanos	correspondientes,	para	de	esta	
forma	 comprender	 “la	 compleja	 violación	 a	 derechos	 humanos	 que	 ésta	 conlleva,	 con	 su	
carácter	 continuado	 o	 permanente	 y	 con	 la	 	 necesidad	 de	 considerar	 el	 contexto	 en	 que	





las	 víctimas	 y	 sus	 familiares,	 debiendo	 enviarse	 los	 oficios	 	 correspondientes.	 Sobre	 este	









respuesta	 que	 surge	 del	 Estado	 a	 la	 responsabilidad	 generada	 por	 las	 violaciones	 a	 los	
derechos	 humanos	 de	 aquellas	 personas	 a	 quienes	 se	 pretende	 reparar,	 y	 no	 se	 trata	
únicamente	de	un	enfoque	solidario	con	las	personas	que	las	sufren.	
La	 reparación	 integral,	 independientemente	 de	 la	 forma	 que	 adquiera,	 busca	
primordialmente	afirmar	la	condición	de	las	víctimas	como	titulares	de	derechos.	Se	tiene	
entonces	que,	no	solo	se	enfoca	en	resarcir	un	daño	específico:	restituir	un	bien	o	pagar	una	

















como	 el	 enfoque	 diferenciador	 que	 podría	 permitir	 transformar	 y	 reparar,	 tomando	 en	
consideración	de	las	características	y	afectaciones	de	las	víctimas,	hay	elementos	culturales	








Sin	 negar	 que	 el	 caso	 de	 estudio	 colombiano,	 incluyendo	 la	 propia	 Ley	 de	 Víctimas	 y	 el	
CONPES	3784	de	2013,	 en	particular	 en	 relación	a	 la	 restitución	de	 tierras	para	mujeres	
presentan	 oportunidades	 para	 realizar	 transformaciones	 sobre	 los	 esquemas	 de	
discriminación	y	marginación	que	estuvieron	en	el	origen	de	las	causas	del	conflicto,	siempre	






una	 parte,	 obliga	 a	 los	 responsables	 al	 pago	 de	 indemnizaciones,	 con	 las	 limitaciones	 ya	
mencionadas,	y	a	tomar	medidas	de	satisfacción	de	familiares	y	víctimas	y,	por	otra,	establece	





querellantes	 adhesivas,	 sin	 que	 el	 Estado	 asuma	 su	 grado	 de	 responsabilidad	 y	 esté	 así	
incumpliendo	con	sus	obligaciones	en	materia	de	derechos	humanos;	¿pueden	entonces	bajo	







complementa	 de	medidas	 integrales	 (simbólicas,	 de	 satisfacción,	 de	 rehabilitación,	 de	 no	
repetición,	 entre	 otras),	 a	 diferencia	 de	 la	 propia	 reparación	 del	 daño,	 para	 lograr	 la	
transformación	de	la	realidad	de	las	víctimas	e	incluso	del	imaginario	social.	Para	lograr	esto,	












potencial	 de	 la	 transformación	 de	 la	 vida	 de	 las	mujeres	 y	 de	 su	 empoderamiento	 como	
sujetas	de	derechos.	Se	está	 frente	a	 la	obligación	estatal	de	 facilitar	y	crear	mecanismos	
institucionales	que	hagan	posible	su	articulación,	 incluyendo	 la	complementariedad	de	 la	
perspectiva	 de	 género,	 y,	 de	 esta	 amanera	 cumplir	 con	 las	 obligaciones	 que	 emanan	 de	
instrumentos	 internacionales	 en	 materia	 de	 reparaciones;	 además	 de	 garantizar	 este	
derecho	para	las	víctimas	(Impunity	Watch:	2014,	p.	14).	Lo	anterior,	puede	facilitar	el	paso	









Por	 otro	 lado,	 la	 experiencia	 colombiana	 también	 revela	 que,	 a	 pesar	 de	 contener	 estas	
herramientas	conceptuales	en	 los	diversos	cursos	de	acción	pública	para	reparar,	existen	












fin	 de	 preservar	 el	 derecho	 de	 las	 víctimas	 a	 la	 reparación.	 Y	 con	 esto	 el	 concepto	 de	
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